Carátula 
SEÑOR BERRUTTI.- Habiendo número, está abierta la reunión. 
(Es la hora 15 y 50 minutos) 


SEÑOR GILMET.- De acuerdo al cronograma de trabajo sobre las fechas de entrega de los diferentes Títulos, el tercero deberá 
entregarse el 26 de mayo. Sin embargo, a nosotros nos parecía de interés -ya que el 21 de abril se entregó el Título 2- dedicar 
parte de la reunión de hoy a las presentaciones del material entregado para luego comenzar a tratar los contenidos del Título 3. Por 
esa razón, voy a realizar una breve presentación. 


Con respecto a la entrega del Título 2, podemos decir que se incluyeron pequeños ajustes del Título 1 y seguramente, lo mismo 
sucederá en las futuras entregas. Es así que el Título 3 incluirá modificaciones no sustanciales del desarrollo de los Títulos 
precedentes. 


El Título 2 consta de dos capítulos. El primero refiere a Disposiciones Generales y el segundo lo hemos denominado Directrices y 
Planes de Ordenación Territorial. En este sentido, hay una cuestión de orden que nos interesa discutir ya que el proyecto de ley del 
Poder Ejecutivo incluye lo que se denominan "normas comunes para todos los planes". Sin embargo esta sección en vez de 
aparecer al principio figura posteriormente. Personalmente, consideramos que las disposiciones generales o normas comunes a 
todos los instrumentos de ordenación deberían aparecer, a modo de introducción, al principio de la iniciativa. Creo que se podría 
llegar a un acuerdo en el sentido de que esta modificación no es sustantiva pero colabora en el propósito de tener una expresión 
más sintética del Título 2 ya que en las disposiciones generales se podrían establecer aquellas que involucran a todos los 
instrumentos propuestos. 


Independientemente de esta cuestión de orden, en lo que a nosotros respecta no hemos incluido el artículo 29 de impacto 
ambiental. Queremos denominar de esa manera este artículo en el proyecto de ley del Poder Ejecutivo y nuestra fundamentación al 
respecto es que el artículo 7* de la Ley N* 16. 466 refiere "a la ejecución de actividades, construcciones u obras". 


Por lo tanto, a nuestro entender, difícilmente pueda realizarse un estudio de impacto ambiental de instrumentos de ordenación, ya 
sean directrices o planes. Sin embargo, las actividades, construcciones u obras derivadas de dichos instrumentos de ordenación, sí 
requerirán la autorización ambiental según lo establezca la ley. Por supuesto que en ese sentido también tiene interés la evaluación 
territorial y ambiental del modelo de ordenación propuesto, pero esa incidencia será evaluada junto con el propio instrumento de 
ordenación, así como también lo serán las medidas para la corrección de los impactos territoriales y ambientales, según lo 
establece el artículo 3" del Título | de nuestra propuesta. 


En conclusión, entendemos que no corresponde, en la interpretación del artículo 7* de la Ley N* 16.466, la inclusión de este artículo 
29 de la iniciativa del Poder Ejecutivo. 


Con respecto al Capítulo | de Disposiciones Generales, hemos incluido un artículo 12 relativo a objetivos, donde se propone un 
sistema jerarquizado de instrumentos de ordenación que entendemos que es abierto y flexible, por lo que permite la incorporación 
gradual de nuevas disposiciones. Esto es posible ya que se distingue entre directrices y planes que cubren los diferentes ámbitos 
territoriales, con lo que se aspira a dar una respuesta a la complejidad y pluralidad de situaciones en el marco de una estructura 
general y orgánica. 


En lo que corresponde al artículo 13 del contenido documental, tratamos de reunir una serie de disposiciones que en el proyecto de 
ley del Poder Ejecutivo aparecían en forma dispersa e independiente en cada una de las disposiciones correspondiente a cada 
instrumento de ordenación. A nuestro entender estas pueden aparecer de manera conjunta y sintética dentro de las disposiciones 
generales y no reiterarlas para cada uno de los instrumentos que se propone. 


Creemos que el contenido documental debe constar de una primera parte de carácter informativo, de diagnóstico descriptivo y 
justificativo y a su vez, también -ya lo hemos hablado en las reuniones anteriores- de diversos escenarios prospectivos adecuados 
al ámbito territorial objeto de ordenación. Luego, distinguiendo por un lado las directrices y, por otro, los planes, el contenido 
documental se referirá justamente a las políticas y a los lineamientos estratégicos propiamente de la materia, con la incorporación 
explícita de la dimensión territorial de las políticas sectoriales del Estado, en el caso de las directrices. Por su parte, en el caso de 
los planes, la determinación de la ordenación territorial y previsión de programación y gestión, así como un estudio económico 
financiero en el grado de desarrollo propio de los objetivos y finalidades del instrumento de ordenación. De todos modos, nos 
parece que los planes también pueden incorporar directrices o recomendaciones de carácter ordenativo. Con respecto a las 
prescripciones técnicas, en lo que el proyecto de ley del Poder Ejecutivo es pormenorizado y detallado, a nuestro entender ello 
puede quedar para la reglamentación. El texto del proyecto de ley no necesariamente debe incorporar las prescripciones técnicas 
correspondientes a cada uno de los instrumentos de ordenación, ya sea con respecto a los documentos de carácter literario y/o 
gráfico. 


El siguiente artículo -numerado 14- relativo a la calificación del suelo, fue considerado por nuestra parte en una reunión previa, del 
24 de marzo; por lo tanto, hoy no voy a ser reiterativo. Sí quiero hacer mención a una formulación respecto al carácter, a nuestro 
entender no urbanizable, de la faja de defensa de costas, definida por el artículo 153 del Código de Aguas. La misma diría lo 
siguiente: "La faja de defensa de costas que no pertenece al suelo urbano" -aquí hay una diferencia con la propuesta del Poder 
Ejecutivo, puesto que habla de consolidado y no consolidado; nos parece que es un concepto de difícil precisión, por lo que acá 
nos referimos a la calificación del suelo propuesta, es decir, la que no pertenece al suelo urbano- "y las áreas naturales protegidas, 
según las categorías de definición y manejo del Sistema Nacional de Areas Naturales Protegidas, artículos 3% y 4%, de la Ley N* 
17.234", etcétera. De manera que se modifica nuestra propuesta anterior que se refería, en forma incorrecta, al sistema. Creo que 
ahora está salvado al referirnos, en forma más clara y específica, a las categorías que se definen en el sistema. Por lo tanto, hemos 
realizado esas modificaciones y ajustes. 


A su vez, frente a una observación planteada en la reunión pasada, hemos incorporado un glosario, en particular referido a qué se 
entiende por suelo urbano, suelo no urbanizable y suelo urbanizable, extraído de un diccionario relativo al ordenamiento territorial 
del Grupo Aduar, publicado en Madrid en el año 2000. 


Las definiciones son las siguientes. El suelo urbano es el suelo ocupado en su mayor parte por edificaciones o usos urbanos, o 
dotado de las infraestructuras básicas de la urbanización: acceso de rodado, electricidad, abastecimiento de agua potable y 
saneamiento. Llamo la atención -y creo que este tema es muy difícil- con respecto a que en esta definición se plantean dos 
criterios. Se habla de la ocupación por parte de edificaciones y usos urbanos, y de las infraestructuras. Seguramente los miembros 
de esta Comisión conocen mejor que yo que hay muchas definiciones que establecen las dos condiciones como necesarias para 
calificar al suelo como urbano. Frente a la realidad nacional, entendemos que esta partícula da mayor flexibilidad, sobre todo en el 
caso de algunas infraestructuras básicas de la urbanización, como lo es el saneamiento y qué se entiende por él. 


La definición de suelo no urbanizable es la siguiente: se trata de un suelo que se excluye del proceso urbanizador porque no es 
necesario o porque esta parte del territorio se quiere preservar de dicho proceso por sus valores productivos, paisajísticos, 
científicos o culturales, entre otros. 


Por último, la definición del suelo urbanizable es la siguiente: "Suelo previsto para la expansión urbana en los instrumentos de 
ordenación y de gestión territorial". 


Con respecto al artículo 14, referido a la calificación de los suelos, quisiera hacer una consideración en relación al concepto de 
suelo suburbano. 


Dada la complejidad que alcanzó el proceso urbanizador y de transformación de los territorios en las últimas décadas, se ha 
demostrado que el concepto de zona suburbana responde -según se entendía en las leyes de centros poblados- a visiones 
globales que no tienen en consideración las especificidades de las partes y tampoco las posibilidades de los diferentes sectores 
sociales que las ocupan. Como consecuencia de ello, la normativa de fraccionabilidad, retiros y edificación que se le atribuye a la 
zona suburbana muchas veces se refleja de manera anómala en nuestras ciudades. No hay correspondencia entre la norma 
jurídica y la realidad física, social y cultural. En la actualidad, la zona suburbana carece de sustento en dicha realidad, por lo que se 
propone considerar a las zonas urbana y suburbana como suelo urbano y, en su lugar, en las subcalificaciones habría que incluir 
las áreas caracterizadas. Como un ejemplo del concepto subyacente al uso de la denominación "zona suburbana" proveniente de 
las leyes de centros poblados, podría mencionar el caso de la ciudad de Montevideo, donde se encuentran las áreas caracterizadas 
como Carrasco, Punta Gorda y otros barrios en los que se ha construido una zona suburbana siguiendo la idea de ciudad jardín, 
con retiros generosos, un bajo factor de ocupación del suelo y criterios de fraccionabilidad del suelo también muy amplios. Sin 
embargo, la aplicación de esta normativa en otras áreas de la ciudad en donde no existen las condiciones socio económicas para la 
construcción de una ciudad jardín propiamente dicha -con acondicionamiento de las áreas libres y de los enjardinados, etcétera- 
lleva a que se plantee la situación anómala a la que nos referíamos. 


Entiendo que esa falta de correspondencia entre, por un lado, una realidad física, social y cultural y, por otro, la norma, hace que 
hoy pensemos que la zona suburbana es un concepto que debería tener otro contenido -algo que han propuesto ya algunos 
miembros de este Cuerpo- o ser considerado como una idea perimida. 


El siguiente artículo 15 se refiere a la elaboración concertada. Si bien a grandes rasgos hemos seguido la propuesta del Poder 
Ejecutivo, también aparece algún elemento que complementa la intencionalidad del artículo en el sentido de instituir la llamada 
Comisión de Dirección y Seguimiento. La elaboración -en este sentido creo que todos estamos de acuerdo- se realizará mediante 
la designación de equipos técnicos multidisciplinarios. 


Sin embargo, entendemos que estos equipos técnicos, en una modalidad de elaboración concertada, deben interactuar con 
representantes de la Administración Pública, de los sectores privados y sociales, cuando corresponda. Esto, según nuestro criterio, 
tendría que tomar forma por medio de una Comisión de Dirección y Seguimiento. En el caso de los entes prestadores de servicios 
públicos y sociales, consideramos que debe ser preceptiva, tal como lo propone la doctora Pereira. 


Un elemento nuevo -digámoslo así- refiere a la introducción en la elaboración, de una etapa o figura que le llamamos de avance o 
de anteproyecto de los instrumentos de ordenación territorial. A nuestro juicio, la introducción en el texto de ley de la figura del 
avance posibilita la formulación de alternativas para el ejercicio de la participación ciudadana. Este tema lo tratamos el año pasado 
en términos críticos al proyecto de ley del Poder Ejecutivo, en el sentido de que en él se establecía la participación ciudadana al 
final del proceso de elaboración; mientras que nosotros creemos que debería figurar en la etapa previa, por lo que habría que 
definir en qué momento. Estamos de acuerdo con el hecho de que no debería estar al final, porque ¿con qué se puede contribuir si 
ya está finalizado el trabajo? ¿Qué se puede modificar si ya no hay posibilidades de introducir ningún cambio? Por todo ello, 
consideramos que se debe fijar un momento en el proceso de elaboración del trabajo en el que, justamente, sea posible introducir 
modificaciones. A ello le llamamos anteproyecto o avance. 


Luego, el tercer elemento que no aparece en el proyecto del Poder Ejecutivo tiene que ver con la suspensión -que también está 
vinculada a la etapa de avance- de las autorizaciones comprendidas en el artículo 7 en los ámbitos territoriales en los que las 
nuevas determinaciones para ellas previstas, supongan modificación del régimen vigente. Estas suspensiones son habituales en el 
Derecho Comparado, puesto que en el momento que se elabora el anteproyecto y se pone a consideración pública a través de la 
participación ciudadana, también son de conocimiento público los propósitos de las directrices o planes que se están elaborando. A 
nuestro entender esto significa un riesgo, sobre todo, en situaciones de fuerte demanda de suelo -especialmente para uso 
residencial y actividades terciarias- e insuficiencia de la oferta o, en general, frente a graves problemas en el proceso de desarrollo 
urbano y territorial. Nos parece que la suspensión pone en igualdad de condiciones a todos los agentes y actores urbanos y 
territoriales que tomen conocimiento de las modificaciones en un determinado plazo. En nuestra propuesta planteamos un máximo 
de un año, pero hemos reflexionado más al respecto por lo que, quizás, esto podría luego ser eliminado. Aquí lo importante es que 
la suspensión se extingue con la aprobación definitiva del instrumento de ordenación. 


SEÑOR SIENRA.- Me gustaría saber si la suspensión que plantea el señor Gilmet es administrativa o cuenta con la aprobación de 
la Junta. Digo esto, porque nosotros en Maldonado, en reiteradas oportunidades, impulsamos el congelamiento de una 
determinada normativa -la última que se hizo fue la suspensión de la modificación de la altura de una edificación en Piriápolis- en 


donde la Junta Departamental sacó un decreto para llevar a cabo esa suspensión, cuya vigencia fue hasta que se modificó la 
ordenanza. 


SEÑOR GILMET.- Agradezco al señor Sienra por formular esa pregunta tan pertinente. En realidad, no tendría una respuesta 
categórica para dar. La experiencia que conozco hace referencia, justamente, a lo que mencionaba el señor Sienra. En Montevideo 
también se ha aplicado la suspensión, pero se ha hecho mediante un decreto de la Junta Departamental. Mi duda surge —y por 
eso digo que ahora no puedo dar una respuesta— a raíz de que en esa situación no disponíamos de un marco legal. ¿Qué 
sucedería si, por ejemplo, esta propuesta mañana se transforma en una ley nacional? No sé si teniendo una ley nacional sería 
necesario que las Juntas Departamentales decretaran al respecto o si teniendo un marco legislativo nacional, simplemente 
corresponda una actuación de oficio. Por este motivo dije que la pregunta era muy pertinente. Se trata de un tema jurídico que 
escapa totalmente a mis conocimientos. En última instancia, la pregunta sería ¿cuál es el alcance de legislar en estos términos con 
respecto a suspensiones que en realidad no son nuevas en el país? Es más, varios Gobiernos Departamentales han aplicado el 
procedimiento de las suspensiones cautelares ante modificaciones que pudieran generar procesos especulativos, para decirlo en 
forma bien clara y sintética. Ese es el trasfondo del asunto; en forma cautelar, se adelantan con decretos departamentales. No 
existe -por lo menos, en lo que es mi conocimiento- un marco legislativo nacional. ¿Qué pasaría si ahora apareciera uno? 


Adelantándome un poco al artículo 16 de participación ciudadana, que a grandes rasgos se remite al proyecto de ley del Poder 
Ejecutivo, quisiera referirme a una pequeña modificación con respecto a las observaciones que se formulen. Allí aparece un inciso 
que dice que si correspondiere, serán consideradas peticiones administrativas, en el marco de lo establecido por el artículo 30 de la 
Constitución de la República. Cabe aclarar que nosotros agregamos la expresión "si correspondiere", puesto que no todas las 
observaciones serán necesariamente peticiones. Simples sugerencias, comentarios o aportes no requieren necesariamente de 
contestación y, por tanto, de ser consideradas en el marco de esta disposición constitucional. Entendemos que una consulta pública 
en el marco de participación ciudadana debe dar cabida a todos los aportes; no necesariamente deben ser peticiones. 


Por otra parte, de acuerdo con lo ya manifestado, nuestra modificación más importante con respecto al proyecto de ley del Poder 
Ejecutivo es que la participación ciudadana se realiza en el momento del avance, poniéndose de manifiesto el avance. 


Con respecto al artículo 17, relativo a publicaciones y vigencia, también nos inspiramos en la propuesta del Poder Ejecutivo. Esto 
aparece en forma dispersa en varios artículos, aunque se ha tratado de presentar en forma más sintética dentro de lo que son las 
disposiciones comunes o generales. En este aspecto existe una preocupación por parte de varios integrantes de esta Comisión en 
cuanto a la divulgación que debería ser hecha en el Diario Oficial. 


Allí aparece una duda con respecto a los recaudos cartográficos cuya divulgación, a nuestro entender, puede ser innecesariamente 
muy onerosa o, en algunos casos, imposible, por lo que se prevé la divulgación en soporte digital. Esta es una propuesta. Creemos 
que hay que adaptarse a los tiempos. Nosotros lo formulamos "incluyendo los recaudos gráficos en página Web oficial". 
Entendemos que debe ser una página oficial, al igual que el Diario Oficial donde se recogen las leyes, los decretos, las 
resoluciones, etcétera. Con este marco legislativo estaríamos innovando en materia de un cambio tecnológico que hoy es 
irreversible. Además, la publicación de los recaudos cartográficos de un Plan de Ordenación Territorial es totalmente imposible en la 
situación económica y financiera en que se encuentra la República. Sabemos que algunos países en otras condiciones económicas 
publican integramente los recaudos cartográficos, pero nos consta que, si bien realizan la publicación, su distribución no es 
gratuita, o sea que es onerosa para aquellos interesados que quieran adquirirla. Por lo tanto, nos parece que, de acuerdo con los 
cambios tecnológicos del mundo contemporáneo, la introducción del soporte digital y la situación económico financiera del país, lo 
más adecuado es divulgarlos en formato digital. 


Otro aspecto que hemos tratado de sintetizar en este Capítulo | "Disposiciones Generales" es el de la iniciativa y revisión. La 
iniciativa, tal como lo establece el proyecto del Poder Ejecutivo, corresponde a entidades públicas y los particulares, mediante 
petición fundada, podrán redactar y elevar a la Administración competente para su consideración anteproyectos de instrumentos de 
ordenación. Aquí nuevamente hubo avances, ya que introducimos la figura del avance o anteproyecto, porque entendemos que la 
redacción definitiva corresponde a la Administración Pública. También son posibles modificaciones de instrumentos de la 
ordenación vigente, que pueden ser iniciativa de los particulares. 


El Capítulo Il, denominado "Directrices y planes de la ordenación territorial", en la medida en que hemos -digámoslo en forma 
coloquial- "descargado" muchos contenidos en el Capítulo | "Disposiciones generales", ha quedado expresado en forma más 
sintética en nuestra propuesta. 


Se establecen cinco clases de directrices y planes. Si bien, a nuestro entender, el contenido de las directrices y planes de 
ordenación será determinado por la reglamentación, ésta se regirá por las disposiciones de sus artículos 5% y 13. Creemos que, 
justamente, no es necesaria una descripción de los contenidos, puesto que el artículo 5* del Título | se refiere a la materia de la 
ordenación territorial y allí se señalan, a vía de ejemplo y en forma no taxativa, qué comprende, a nuestro juicio, la ordenación 
territorial. Por lo tanto, se adaptará a cada una de las figuras y de los ámbitos, respondiendo a lo que es la materia de la ordenación 
territorial definida en el artículo 5% y también en el artículo 13, en el sentido de que éste tiene que ver con el contenido documental 
al que ya hicimos referencia. 


Todo esto con el ánimo de incorporar al presente proyecto de ley y a las determinaciones de las propias directrices y planes de 
ordenación territorial una cierta dosis de flexibilidad y simplificación y, al mismo tiempo, una reducción del ámbito de 
discrecionalidad en las decisiones territoriales. Creo que este equilibrio es al que debería aspirarse en todas las instancias referidas 
a los contenidos de las directrices y planes. Por un lado, es necesario ser precisos, claros y, a su vez, reducir el ámbito de 
discrecionalidad de las decisiones territoriales y, por otro, ser lo suficientemente elásticos y simples para permitir la mayor 
flexibilidad, ya que todas aquellas disposiciones extremadamente detalladas con respecto a una técnica como la ordenación 
territorial, en la que se ha innovado mucho, verdaderamente implicaría crear un marco legislativo inflexible, difícil de modificar. Esto 
no significa que en la instancia de la reglamentación se pueda llegar a mayores precisiones con respecto a los contenidos y, 
también, con el ánimo -tal como se ha expresado en reiteradas oportunidades por representantes del Ministerio de Vivienda, 
Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente- de actuar con un criterio docente, en el sentido de orientar a quienes van a aplicar 
estos instrumentos de ordenación. 


Analizando en forma sintética el artículo 19, diremos que se refiere a lo que llamamos Directrices Nacionales de Ordenación 
Territorial, sobre lo que ya hemos hablado anteriormente. La denominación de "programa" que adopta el proyecto del Poder 
Ejecutivo, se entiende más adecuada para denominar figuras de planeamiento de desarrollo más concretas y pormenorizadas que, 
a su vez, derivan en proyectos de discusión, ya que, según recuerdo, la iniciativa emanada del Poder Ejecutivo se refiere al 
programa nacional. Estas directrices nacionales, que eventualmente su efecto puede llegar a ser un plan nacional de ordenación 
territorial, tienen un carácter orientador del ejercicio de los poderes públicos, mediante la concertación con los sectores privados y 
sociales, cuando corresponda, aunque algunas disposiciones podrán tener carácter vinculante y, entonces, requerir la sanción 
legislativa. A nuestro entender, justamente, esta es la línea divisoria, la frontera entre las directrices que requieran una aprobación 
legislativa y aquellas que son orientadoras. De pronto, estas últimas, constituyen un documento producido, elaborado y divulgado 
por el Ministerio competente que, quizás, entienda que puede expresarse también a través de un acuerdo o de un decreto del 
Poder Ejecutivo pero, no constituye una ley. 


Con respecto al artículo siguiente, en la medida en que planteamos toda esta batería de instrumentos de ordenación como un 
sistema, entendemos que en el ámbito regional también sería conveniente hablar de directrices regionales de ordenación territorial. 
No niego que exista la posibilidad de que se avance tanto en la elaboración del sistema nacional de ordenación territorial, que 
tengamos planes regionales, pero hay que tener en cuenta que podemos llegar a una situación en que este proceso a mediano 
plazo esté lleno de dificultades, fundamentalmente, por falta de recursos humanos y materiales. Entonces, podemos vernos en la 
situación de que aparezca la figura de un plan regional con determinaciones taxativas y no tener instrumentos tales como los 
planes departamentales. Esto puede dar lugar a situaciones verdaderamente difíciles con respecto a compatibilizar competencias - 
lo que, creo, es el espíritu de esta ley- de los organismos centralizados y descentralizados. 


Cuando hablamos de directrices regionales nos referimos a una porción o porciones de territorios situadas en dos o más 
departamentos colindantes con incidencias o trascendencias territoriales supradepartamentales y aquí también incluimos la 
situación de las regiones transfronterizas. 


Con respecto a su aprobación, nos guiamos por los mismos criterios que se siguieron para las directrices regionales de ordenación 
territorial. En el caso de las determinaciones de carácter vinculante no encontramos, en el marco legislativo vigente , mejor 
instrumento para su aprobación que la remisión por parte de los Intendentes Municipales a las respectivas Juntas Departamentales 
para su consideración en calidad de proyecto de decreto. 


Luego, hacemos referencia a la región metropolitana, que ya se ha tratado tanto en forma personal como por parte de alguno de los 
integrantes de la Comisión -fundamentalmente, los representantes del Instituto de Teoría y Urbanismo- por lo que no me voy a 
extender al respecto. 


Hemos entendido necesario incluir un glosario con respecto a qué se entiende por región. Primero hay una cita del Diccionario de 
Ordenación Territorial del Grupo ADUAR, publicado en Barcelona en el año 2000, que expresa: "Porción de la superficie terrestre 
que presenta unos rasgos diferenciados, posee unas señas de identidad propia y es el resultado de procesos de individualización a 
lo largo del tiempo." A ello agregamos que la región también puede ser entendida como un ámbito unitario territorial, como puede 
ser un área metropolitana, un área costera, una cuenca fluvial o cualquier otra unidad geográfica. La voz latina "regio" -de la cual 
proviene la palabra región- significa tanto región como regir o gobernar. Entonces, si no fui claro, podríamos decir que, en el primer 
caso, cuando se refiere a la región en el concepto geográfico podría tratarse de una cuenca fluvial y, cuando se alude a la otra 
acepción de la voz latina, es decir, a regir o gobernar, podría ser el área metropolitana. 


SEÑORA CRESPI.- ¿Cómo sería, en caso de que fuera una unidad de producción? 


SEÑOR GILMET.- Creo que ese caso está amparado en la definición tan general que brinda el diccionario, puesto que se dice que 
es el resultado del proceso de individualización a lo largo del tiempo. O sea que el proceso de ocupación del territorio en este caso, 
a través de modalidades de producción particulares, ha hecho que se transforme en una región. 


SEÑORA CRESPI.- Por ejemplo, la cuenca lechera. 


SEÑOR GILMET.- Así es, y también el área arrocera, o lo que fue el litoral triguero o de producción de granos en nuestro país, en 
su momento, o microrregiones como, por ejemplo, la producción de caña de azúcar en Bella Unión, departamento de Artigas, u 
otras. 


Repito que esto está contemplado en la definición general y agradezco la pregunta porque, de pronto, podríamos agregarla a modo 
de ejemplo para que, justamente, no dé lugar a dudas. 


SEÑORA CRESPI.- Formulé la pregunta porque aquí se puso mucho énfasis en que es una unidad geográfica, pero en este caso 
se trata de una unidad de producción. 


SEÑOR GILMET.- De acuerdo; creo que debemos afinar la definición. El tema es que llegamos a la conclusión de que no era 
conveniente. cargar el texto de la ley con estos aspectos de definición, pero que sí resultaba adecuado incluir un glosario en la 
Exposición de Motivos; pero no un glosario -esto lo digo con el mejor espíritu- extensivo, con todos los términos usados en el texto 
de la ley, sino un glosario selectivo con respecto, justamente, a aquellas expresiones que en el seno de la propia Comisión han 
dado lugar a dudas. Es decir, aquellas denominaciones que, a la hora de interpretar el texto de la ley, puedan dar lugar a dudas. 


Insisto en que este glosario debería incluirse en la Exposición de Motivos, y no ser un glosario de la ordenación territorial, porque 
para eso hacemos referencia a las fuentes bibliográficas que existen en la materia, puesto que hay vasta literatura. Creo que tiene 
que ser un glosario referido a lo que esta Comisión ha entendido por determinados términos que usa en sus propuestas. 

SEÑOR BERRUTTI.- Aclaratorio, tal vez. 

SEÑOR GILMET.- Aclaratorio, justamente, del texto legal. 


Con respecto al tema de la región transfronteriza hemos tomado también la definición textual del diccionario: "Espacio de 
cooperación institucional, económica y socio-cultural" -o sea que son varios vectores- "constituido por dos o más territorios 


pertenecientes a distintos países y separados históricamente por el trazado de fronteras". 


SEÑOR SIENRA.- Aunque no figure en el diccionario, me parece que habría que agregar, en el listado que acaba de hacer el 
arquitecto Gilmet, la parte ambiental, porque también hoy día las temáticas ambientales son definitorias de las regiones, 
transnacionales y de las otras. 


SEÑOR GILMET.- De acuerdo. 


Luego viene el artículo 21, Planes Departamentales de Ordenación Territorial. Aquí hablamos de planes, por supuesto, de 
conformidad con las directrices nacionales o regionales de ordenación territorial, donde las directrices, justamente, serán 
orientadoras. En el ámbito de los departamentos se hace la calificación del suelo prevista en el artículo 14 de nuestra propuesta. Si 
la calificación del suelo se hace por parte de otros instrumentos de ordenación, daría lugar a un conflicto de competencias claro y 
notorio. Nuestra convicción, después de haber estudiado esto detenidamente durante meses, es que la única forma de eludir un 
conflicto de competencias es radicar la calificación del suelo en el ámbito de los Gobiernos Departamentales según, obviamente, 
las directrices que se establecen en el ámbito nacional y regional. 


La aprobación será remitida por los Intendentes Municipales a las respectivas Juntas Departamentales para su consideración en 
calidad de proyectos de decreto. 


Respecto a los contenidos agregamos que si bien en las disposiciones generales establecíamos que los remitíamos a la 
reglamentación, sin embargo entendemos que el contenido de los planes de ordenación territorial debe desarrollarse de acuerdo a 
los principios de máxima síntesis y proporcionalidad, según la caracterización de cada departamento, puesto que hemos leído 
propuestas de gran interés -no las hemos incluido por ahora aquí- de establecer la obligatoriedad de la redacción de planes 
departamentales. Este es un tema que merece ser analizado y que reflexionemos sobre él. No lo discutimos, pero es un 
instrumento muy "fuerte" el establecer la obligatoriedad. En el caso de que no sea obligatorio que debe haber una proporcionalidad 
entre los contenidos de los planes respectivos y las variedades de cada departamento no es necesario tipificar porque los 
problemas son distintos, los recursos son distintos, etcétera. Por lo tanto, cada departamento tendrá que encontrar en su ámbito el 
instrumento de máxima síntesis y proporcionalidad que dé respuesta a los problemas de su territorio y de su gente. 


El artículo 22 refiere a los Planes Urbanos de Ordenación Territorial. Aquí hay una diferencia respecto a otras propuestas que al 
igual que la del Poder Ejecutivo se refieren a la redacción de planes urbanos de ordenación territorial para las ciudades que tengan 
más de determinado número de habitantes, que no está establecido, aunque se habla de 5.000, de 10.000, etcétera. 


Entendemos que la redacción de planes urbanos de ordenación territorial se hará en el ámbito de los centros poblados que 
establezcan los planes departamentales de ordenación territorial, puesto que la realidad urbana de nuestro país es muy variada y 
rica. 


El Uruguay es un país urbano y la definición de un centro poblado a través del número de habitantes, para ver si en él es pertinente 
la redacción de un plan urbano, no es condición suficiente. No es necesario poner ejemplos al respecto; todos pueden imaginarse 
la situación de centros poblados muy importantes en nuestro país que tienen muy poca población, inferior a 10.000 habitantes y 
que sin embargo, ya sea por su ubicación estratégica, por su significado económico o por su lugar en todo el contexto económico, 
social o político, merezcan o necesiten de un plan urbano. Me parece que el mejor ámbito para definirlo es el de los planes 
departamentales, o sea que aquellos que estudien la ordenación del territorio definirán cuáles son los centros poblados que 
merecen el desarrollo de la figura a través de un plan urbano de ordenación territorial. 


También la aprobación, en este caso en sus determinaciones de carácter vinculante, será remitida por los Intendentes Municipales 
a las respectivas Juntas Departamentales para su consideración en calidad de proyecto de decreto. Aquí también entendemos que 
el desarrollo tiene que ser de acuerdo al principio de máxima síntesis y proporcionalidad, según la caracterización de cada centro 
poblado y estas normas adquirir el carácter de urbanísticas, según nuestro criterio. Sé que algunos miembros de esta Comisión se 
han referido a este aspecto en el sentido de preguntar si deberían contener normas urbanísticas; a nuestro juicio, podrán adquirir 
ese carácter. 


Por último, el artículo 23 se refiere a los planes especiales de ordenación territorial que se formulan en desarrollo y complemento 
de otros instrumentos de ordenación vigentes en el ámbito departamental. Entendemos que debe estar amparada la situación de 
aquel interesado que elabore un plan especial de ordenación territorial de acuerdo, por supuesto, a las directrices y planes de 
ordenación vigente, para lo cual la ley deberá habilitar la posibilidad de elevarlo a la consideración del Intendente Municipal 
respectivo, quien podrá modificarlo, rechazarlo o aprobarlo. Levantadas las observaciones -si las hubiere- el plan especial será 
remitido a la Junta Departamental para su consideración en calidad de proyecto de decreto. 


SEÑOR SIENRA.- Quisiera efectuar una pregunta aclarativa. Creo que todos estamos de acuerdo en que hay distintos niveles de 
planes y que algunos de ellos deben subordinarse a otros. Pero, por lo menos hasta la puesta en marcha del sistema, puede ser 
que ocurra -como sucede ahora- que haya planes de determinada escala, por ejemplo, urbanos y que no exista ni planes 
regionales ni departamentales ni nacionales ni directrices. Esa es una realidad que va a persistir por lo menos hasta el mediano 
plazo. Entonces, ¿cómo se balancearía esa situación e, incluso, las urgencias que tiene cada nivel de gobierno y, 
fundamentalmente, los Intendentes, que pueden tener requerimientos para hacer determinados niveles de planes -urbanos, 
regionales o lo que sea- sobre otros, hasta que se ponga en marcha el sistema en su totalidad? 


SEÑOR GILMET.- Hemos reflexionado al respecto, puesto que, además, debemos considerar la situación -una vez aprobado el 
proyecto de ley- de los planes urbanos hoy vigentes, así como con los planes departamentales en aquellos departamentos que los 
tienen, como es el caso de Colonia y de Montevideo o las disposiciones de Maldonado y de Salto. En fin, son varias las situaciones 
que, a nuestro entender, hay que amparar. 


En este Título Il no nos pareció del caso considerar esas situaciones. Nos parece que son típicas de las disposiciones transitorias. 
Adelanto que, en mi concepto, deben ser amparadas. Es algo habitual. Justamente, cuando se aprueba un marco legislativo 
nacional se presentan situaciones en donde hay antecedentes en la materia. A nuestro criterio, el marco legal debe ampararlas, 
equipararlas, darles cobijo, para decirlo de una forma más metafórica. Entendemos que la construcción del Sistema Nacional de 


Ordenación Territorial -al cual también nosotros aspiramos- va a ser impredecible, aleatoria, pero no por ello va a dejar de tener 
racionalidad porque va a responder a situaciones concretas a necesidades, reclamos, intereses, impulsos, intenciones, etcétera, de 
las más diversas. Puede suceder -como lo expresa muy bien el arquitecto Sienra- que tengamos primero planes urbanos o 
departamentales antes que las directrices nacionales. Por ese motivo me parece que los instrumentos deben tener la mayor 
flexibilidad. Si en la propuesta de estos instrumentos somos demasiado detallistas y pormenorizados en los contenidos vamos a 
impedir un proceso que seguramente nadie puede prever hoy. 


Desde el punto de vista de la racionalidad del sistema, por supuesto que nadie va a negar que sería deseable que primero se 
aprobaran las directrices nacionales y luego se siguiera el orden, pero esa no es la realidad en este país ni en ningún otro. Así nos 
lo indica la experiencia comparada de aplicación de instrumentos de ordenación en otros países con más trayectoria que el nuestro. 
Por tanto, entonces, creo que no debemos atar de manos a quienes apliquen este marco legislativo en el futuro con instrumentos 
demasiado inflexibles o con una racionalidad y una lógica intachable y después se enfrenten con una realidad que los haga 
totalmente inviables. Por ese motivo desde hace ya meses venimos expresando en el seno de esta Comisión que plantearse un 
Plan Nacional de Ordenación Territorial como primer eslabón de la construcción de un Sistema de Ordenación Territorial, es una 
aspiración totalmente compartible desde el punto de vista conceptual o desde uno más abstracto o más teórico, sin pretender ser 
peyorativo con el concepto de lo teórico. Entendemos que es muy rígido si justamente quienes aplican luego este marco legislativo 
se encuentran frente al escollo de que no se apruebe un Plan Nacional y, entonces, qué sucede con el resto. Creo que este marco 
legislativo debe impulsar -no impedir- el desarrollo de la ordenación del territorio en todos los ámbitos. Para impulsarlo en todos los 
ámbitos, debe tener la suficiente flexibilidad. 


Creo que un Poder Ejecutivo responsable, con un marco legislativo como el que estamos discutiendo -y esto es común a todas las 
propuestas; me refiero, justamente, a establecer el llamado plan estructural, plan a secas o las directrices correspondientes- se 
adelantará a los acontecimientos y tratará de dictar criterios orientadores para el desarrollo de la ordenación del territorio en el 
ámbito nacional. Seguramente será así. Pero no podemos nosotros preverlo. 


SEÑOR BERRUTTI.- Consulto respecto a la formulación del trabajo y al andamiento, inclusive, de la ley marco como ustedes la 
plantean para el futuro. 


En ese sentido es que pregunto, teniendo en cuenta, por ejemplo, cuando se trató por parte del arquitecto Gilmet el tema de la 
participación previa a nivel de anteproyecto o avance, la utilización de Internet como se mencionó oportunamente por alguno de los 
asesores para recibir sugerencias. 


SEÑORA CRESPI.- Cuando se plantea la informatización de toda esta documentación, creo que justamente es para facilitar esa 
participación. 


SEÑOR SIENRA.- Ese punto lo veremos cuando me toque desarrollar el planteo que yo hago. Ahora bien, no solamente me voy a 
referir a eso, sino que haré una propuesta mucho más alta al uso de Internet y de los medios electrónicos, porque es la sociedad en 
la que vamos a vivir y en la que estamos viviendo. Precisamente, planteo en el proyecto de ley que cada plan tiene que tener su 
página web interactiva, o sea que el equipo técnico y las autoridades tienen que informar sobre lo que se está haciendo tanto a 
nivel técnico como político, es decir, a todos los niveles que involucran la planificación y, además, tener la capacidad de recibir todo 
tipo de comentario, pregunta, consulta, o aclaración, como funcionan las páginas web en el mundo civilizado. Me parece que 
actualmente un proyecto de este tipo de cualquier escala no puede estar ajeno a Internet. Es mucho más amplio que tener un 
correo electrónico. 


SEÑOR VÁZQUEZ.- Sin discrepar con la idea digo que hay que tener cuidado porque quizás sea necesario que exista una 
legislación más general sobre el uso de los medios electrónicos a nivel de toda la Administración. Probablemente -habría que 
pensar este punto- no sea lo más adecuado introducir aisladamente ese tipo de herramientas, un poco en la ley de ordenamiento, 
un poco más en el Derecho Procesal, un poco menos en otro ámbito, etcétera. Creo que eso genera desigualdades, inclusive del 
propio ciudadano ante diferentes sectores de la Administración. 


Comparto la aspiración planteada por el arquitecto Sienra en cuanto a que comience un proceso de uso de los medios electrónicos, 
pero posiblemente será necesario contar con una legislación más detallada en ese sentido, antes de incorporarlos parcialmente en 
la ley de ordenamiento territorial. 


No rechazo la idea, sino que planteo la reflexión. 


SEÑORA PEREIRA.- Tal como ha sucedido en todo este tiempo, advierto que deberé modificar mi proyecto. En estos días leí la 
iniciativa del arquitecto Gilmet, y al igual que en las de los arquitectos Villegas y Crespi, hay elementos que voy a recoger. 


En lo que tiene que ver con la evaluación del impacto ambiental, debo decir que si bien no está recogida en los proyectos, lo que se 
requiere en la Ley N* 16.466 son autorizaciones para actividades, obras o construcciones, razón por la cual entiendo que 
perfectamente podemos introducir en el proyecto de ley ciertos planes, adecuarnos a la figura que establece la Ley de Evaluación 
de Impacto Ambiental y requerir para los mismos una autorización previa. Sé que hay un artículo que nos permite hacer eso, y en 
tal sentido prometo estudiar el tema. 


Con respecto a mi proyecto -que como dije voy a modificar a fin de incorporar algunos elementos que manejaron los compañeros y 
que me parecieron muy importantes- señalo que formulo un orden inverso; primero establezco los instrumentos a nivel puntual y 
después elaboro un capítulo con las consideraciones generales y las normas comunes. Por su parte, establezco las categorías de 
suelos en el Capítulo lIll y no en las normas comunes ni en los planes. Allí distingo cuatro suelos y recojo varias cosas de otras 
intervenciones. Independientemente de que el escribano Vázquez o el abogado Machado puedan dar su opinión al respecto, 
incluyo un artículo que refiere a algo así como a la adecuación con la normativa en la materia. Establezco cinco categorías y 
obviamente quedarán dos que no coinciden con las anteriores. Concretamente señalo: "En atención a que con anterioridad a la 
presente ley los suelos se clasificaban en categorías urbanas, suburbanas y rurales, con la finalidad de no crearse un desfasaje" - 
tengo que estudiar si ese término corresponde o no en una ley- "normativo a los solos efectos impositivos, legales y administrativos, 
se asimilará la nueva categoría urbanizable a la categoría urbana y la no urbanizable a la categoría rural." 


También quiero resaltar otro artículo que es el que habla en general de las áreas protegidas, y lo que estipulo al respecto es que en 
todos los casos que correspondiere, de acuerdo con el territorio en cuestión, deberá adecuarse la clasificación de los suelos 
referenciada "ut supra" al sistema nacional de áreas protegidas creado mediante la Ley N* 17.234. Además se expresa que a tales 
efectos será imprescindible la concertación con la Dirección Nacional de Medio Ambiente del Ministerio de Vivienda, Ordenamiento 
Territorial y Medio Ambiente y con la Comisión Nacional Asesora de Areas Protegidas que se crea por la ley. 


Creo que muchas de estas subcategorías que mencionamos -como, por ejemplo, la de áreas protegidas- van a quedar muy ligadas 
a las anteriores, y por ello no quiero estipular una categoría "Area Protegida", porque entiendo que si bien se la debe tener en 
cuenta a la hora de hacer los planes y las directrices, debemos ver los casos puntuales. Perfectamente puede suceder que un 
territorio que se encuentra en una categoría de área protegida -del Sistema Nacional de Areas Protegidas- a su vez se ubique en 
una categoría más grande como, por ejemplo, de zona suburbana o urbana. Por ese motivo quiero dejar este tema aparte. 


A su vez, también en lo relativo a las categorías -pero no sobre el tema puntual en sí mismo- quiero referirme a las fajas costeras, 
sobre lo que el arquitecto Gilmet puso mucho énfasis y que, debo reconocer, también me preocupa bastante. Sin embargo, recojo 
este punto en el sector referente a la categoría de suelo no urbanizable, es decir, de aquellas áreas sobre las cuales no se podrá 
realizar urbanización alguna. Para definir qué se entiende por urbanización, incorporo la definición del diccionario y no de la del 
arquitecto Gilmet, que es mucho más adecuada. Más adelante expreso: "declarándose en forma enunciativa y a modo de ejemplo 
las áreas insalubres, inundables, linderas a aeródromos o aeropuertos y el suelo comprendido dentro de la faja de defensa de 
costas." Siempre hago alusión a eso porque lo entiendo como zona no urbanizable, pero lo diferencio mucho de aquella zona que 
se encuentra en la faja de defensa de costas, pero en la que se puede construir. Entendí -tal vez en forma errónea- que, por un 
lado, está el concepto de no urbanizar, entendiendo por "urbanizar" -según el diccionario que puede no ser muy técnico- el convertir 
en poblado una porción de terreno o prepararlo para ello, abriendo calles y plazas y dotándolo de alumbrado, alcantarillado, 
pavimento y demás servicios municipales y, por otra parte, algo muy diferente, que es el concepto de construir. Dentro de las 
características de este último término -y es algo que mencionaba el arquitecto Sienra- efectivamente no voy a ir contra la creación 
de puertos, pero hay que diferenciar mucho entre construir un puerto o urbanizar la zona de faja de defensa de costas sin perjuicio, 
además, de que existen normas anteriores que prohiben la construcción en ese lugar. De todos modos entiendo pertinente 
mencionarlo en ese inciso al hablar de "no urbanizable". 


No quiero entrar en un análisis artículo por artículo, pero lo mismo diría de los planes especiales de ordenación territorial -no sé si 
lo modifiqué en el adjunto que les envié por "e-mail"- ya que cuando se habla de las zonas de promoción forestal que deben 
requerir un plan especial, se hace referencia -no sé si lo decía el proyecto de ley original o lo incluí después- a las que comprendan 
O limitan con la faja de defensa de costas. Por mi parte, sugiero eliminar "las que comprendan" porque, dada la experiencia, creo 
que nunca sería conveniente realizar promociones forestales en la zona de la faja costera. En este punto tendrían que evaluarse 
las zonas que limitan con la faja de defensa de costas. 


Al momento no tengo ninguna otra aclaración para realizar con respecto al proyecto, pero las iré presentando a medida que se 
continúe con el análisis. 


SEÑOR GILMET.- Con respecto a este punto, que es tan delicado y al cual se refería la doctora Pereyra, en el sentido de 
compatibilizar las disposiciones referidas a calificación o categorización del suelo con lo vigente, hemos agregado un inciso al 
artículo, referido a que la calificación del suelo prevista en el mismo no es aplicable a los efectos de recursos departamentales 
contemplados en el artículo 297 de la Constitución. En el propio texto constitucional hay una referencia a la calificación del suelo de 
las Leyes de Centros Poblados. Para evitar confusión entre una calificación de suelo, la cual regula la ordenación del territorio, con 
otra de rango constitucional, relativa a los recursos fiscales de las Comunas, creo que se debe realizar la salvedad en el texto legal, 
porque de lo contrario estaríamos proponiendo una modificación de la Constitución. 


SEÑORA PEREIRA.- Con respecto al suelo rural, debo decir que es como una categoría de descarte, es decir que todo lo que no 
entra en lo otro, entra en lo rural. Por lo tanto, introduje como suelo rural a aquellas áreas dedicadas a las explotaciones 
agropecuarias, forestación, minería y, en general, todo aquel territorio que por sus características territoriales, económicas o 
funcionales, no quede comprendido en las categorías enunciadas anteriormente. Tal vez les parezca un poco absurdo, pero he 
aprendido en estas reuniones que no podemos hablar de que algo es rural cuando quizás entra en esa categoría pero de rural no 
tiene mucho y, simplemente, por descarte puede quedar allí. 


Lo que sí me pareció importante -y por ello lo recogí- es lo relativo a los planes urbanísticos de no más de 10.000 habitantes. Por lo 
tanto, puse la siguiente redacción: "En toda zona que comprenda una ciudad mayor a 10.000 habitantes" -y seguidamente recogí el 
planteo de Gilmet, agregando- "o que por su importancia histórica, geográfica, ambiental o económica, el Gobierno Departamental 
lo considere oportuno". A mi modo de ver, si tiene 10.000 habitantes, sería obligatorio. Pero, además, en todos esos casos, que en 
realidad son los importantes, el Gobierno Departamental, de considerarlo oportuno, debe instalar un plan urbanístico. 


SEÑOR BERRUTTI.- Con respecto a lo que puntualizó el arquitecto Gilmet, referido al glosario simple, se podría incluir -si ustedes 
lo determinan-, en la exposición de motivos del artículo, donde se mencione, por ejemplo, el tema región. Y, si no entendí mal, 
habría un glosario referido al articulado en particular. Además, en la exposición de motivos, al final o al principio -eso lo definirán 
ustedes- deberá figurar un glosario pormenorizado con todos los términos para que los Legisladores que vayan a estudiar el 
comparativo, busquen y encuentren las aclaraciones de los términos utilizados. Por eso solicité que se leyeran las definiciones de 
región, etcétera, como para que los Legisladores vayan teniendo en cuenta el léxico específico. 


Damos por finalizada la reunión, haciendo la salvedad de que en la próxima reunión de la Comisión continuaremos con la 
consideración del Título II! del mensaje y proyecto de ley del Poder Ejecutivo. 


Se levanta la reunión. 


(Así se hace. Es la hora 17 y 14 minutos) 


linea del nie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


